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Resumen 
Desde hace más de 60 años, Colombia enfrenta una situación de conflicto armado interno que ha 
dejado centenares de víctimas y graves violaciones a los Derechos Humanos, y la preocupación 
del Gobierno nacional y de los organismos de derechos humanos por atender la reparación 
integral de éstas, lo que coadyuve a alivianar la situación en la que quedan después de padecer 
los horrores del conflicto. Así pues, una de las figuras creadas por la legislación colombiana que 
responde a ese llamado internacional de reparación integral, es la adopción de medidas que 
cubran necesidades prestacionales de las víctimas, para lo cual se ha creado un prestación 
especial, denominada pensión especial de invalides para víctimas del conflicto armado, la cual se 
estudiará en el presente artículo, realizando primero un recuento del recrudecimiento de la 
violencia en el país, las causas del conflicto, algunas alusiones a la reparación integral, y 
finalmente el estudio de la citada pensión especial de invalidez.  
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Abstract 
For more than 60 years, Colombia has faced a situation of internal armed conflict that has left 
hundreds of victims and serious violations of Human Rights and the concern both for the 
National Government and for human rights organizations to provide comprehensive reparations 
that which helps to alleviate the situation in which they remain after suffering the horrors of the 
conflict. Thus, one of the figures created by the Colombian legislation that responds to this 
international call for integral reparation is the adoption of measures that cover the needs of the 
victims, for which a special benefit has been created, for victims of armed conflict, which will be 
                                                                 




studied in this article, first making a recount of the escalation of violence in the country, the 
causes of the conflict, some allusions to integral reparation; and finally, the study of the said 
special invalidity pension. 
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Esta reflexión académica pretende revisar la pensión de invalidez para víctimas del conflicto 
armado en Colombia, abordando un estudio desde los inicios del conflicto armado y sus diversas 
etapas, hasta llegar a la conclusión del cumplimiento de todos los parámetros jurisprudenciales y 
legales que permitan determinar si se logra o no el reconocimiento de esta garantía de rango 
constitucional. 
 
Al respecto, necesario es considerar que Colombia ha dado importantes pasos para la 
consecución de la paz, aunque el esfuerzo vaya más allá de los innumerables procesos de 
negociación con los diferentes grupos armados al margen de la Ley, lo que también implica por 
otra parte analizar si el Estado está ofreciendo los instrumentos adecuados que requieren las 
víctimas del conflicto armado para poder acceder al reconocimiento de la pensión especial de 
invalidez, partiendo de los mecanismos de comunicación que existen entre las entidades y las 
víctimas, ya que se considera que esto impide que el reconocimiento de esta prestación se 
garantice plenamente. Así las cosas, el presente artículo pretende abordar el siguiente 
cuestionamiento ¿Cuál es el alcance y la aplicación de la pensión de invalidez para víctimas del 
conflicto armado en Colombia? 
 
Profundizar sobre este tema como interés académico permite ampliar el concepto de la 
pensión especial de invalidez para las personas que se consideren como víctimas según la Ley y 
presentar a la academia un tema innovador, y que podrá ser objeto de consulta y ampliación del 




Desarrollo temático  
 
1. Contextualización del conflicto armado en Colombia y su impacto en las víctimas 
 
Hablar de conflicto armado en Colombia obliga a pensar en sus inicios, y en cuál sería el 
punto de partida para que todo desencadenara una guerra que perdurara a través del tiempo y que 
marcara, de manera significativa, la historia del país con decenas de muertos. Los principales 
involucrados en esta polémica han sido el Estado colombiano, la guerrilla, los grupos 
paramilitares, los carteles del narcotráfico, las bandas criminales, entre otros, agudizándose 
cuando el narcotráfico comenzó a financiar algunos actores del conflicto, permeando las 
ideologías de cada grupo.  
 
Las causas para que se desplegara el conflicto armado en Colombia son innumerables, pero 
entre las más destacadas se puede encontrar la debilidad del Estado, el conflicto por tener la 
posesión de las tierras, las tan marcadas diferencias económicas, incluso hasta las disputas 
debido a las orientaciones políticas; pero el narcotráfico es una de las principales causas de la 
prolongación y degradación de esta guerra (Yaffe, 2011). 
 
El conflicto en nuestro país tiene sus antecedentes históricos en la década de los años 1940-
1950 cuando Colombia, entonces llamada la Nueva Granada, se independizó de España e inició 
una lucha sobre qué modelo de Estado debía adoptar; es desde entonces que se han visto los 
enfrentamientos por las tierras, siendo este un elemento importante para la creación de nuevos 
movimientos que luchan por tener el poder del país. Durante la época de los años 1980, el 
conflicto armado presentó un significativo crecimiento, identificado con la intimidación 
generalizada que causaron los grupos guerrilleros en diferentes sectores del país; por los 
asesinatos selectivos de miembros civiles de la izquierda, a manos de los grupos paramilitares 
que iban surgiendo; así como por la aparición de sectores del narcotráfico que reñían con la 
guerrilla en el desarrollo de sus actividades delincuenciales; es desde esta época que Colombia 
pasó por una crisis económica que cambió la perspectiva de un país cafetero a un país cocalero, 




Por su parte, en la época de los años 1990, se presenta la mayor ofensa del conflicto armado 
en Colombia, debido a que se agudizan la toma armada de municipios, las desapariciones 
forzadas, las masacres indiscriminadas, el desplazamiento forzado y los secuestros colectivos de 
civiles, militares y políticos; estos y otros factores determinantes hicieron que los campesinos se 
vieron tan debilitados por los grupos al margen de la ley que la única opción que tuvieron para 
sobrevivir, tanto ellos como sus familias, fue inclinarse a la criminalidad, dedicándose a la 
siembra de cultivos ilícitos, bajo la inspección de paramilitares y guerrilleros. 
 
Las muertes que se atribuyen a causa del conflicto armado en Colombia son desmedidas; sin 
embargo, si se suman el resto de personas que han sufrido otros vejámenes de guerra la cifra de 
víctimas seria incalculable; dentro de estas clases se encuentran las personas que fueron 
secuestradas, desaparecidas, torturadas, amenazadas, víctimas de algún acto de terrorismo, 
personas afectadas por el asesinato de sus familiares, víctimas de minas antipersona, 
reclutamiento forzado de menores de edad y violencia sexual. El marco de este conflicto ha 
provocado el desplazamiento masivo de millones de personas y el resguardo en otros países 
fronterizos, inclusive en otros continentes, viéndose afectados por las oportunidades de estudio, 
el acceso a la salud, a la alimentación; el solo hecho de crecer alejados de sus familias, lo que les 
permita llevar una vida tranquila, es muy lamentable. Debido a estos sucesos algunos presidentes 
de Colombia han luchado por combatir la violencia desde sus inicios, pretendiendo negociar 
acuerdos de paz con los diferentes movimientos guerrilleros, en total se habla de once (11) 
intentos fallidos para la negociación de dichos acuerdos; un record que muestra la evolución que 
se ha presentado hasta el actual proceso de paz que logró el presidente Juan Manuel Santos (El 
Tiempo, 2009).  
 
Un proceso de paz, incluye varias fases, el punto de partida es entrar en una etapa de 
negociación y mediación, en la que se verá si realmente el cese de la violencia genera una 
situación de paz positiva, entendida como próspera, armónica, con desarrollo humano, que 
permita el crecimiento personal y la justicia social. El acuerdo de paz en Colombia (Oficina del 
Alto Comisionado para la Paz, 2016), que fue resaltado en la campaña presidencial de Juan 
Manuel Santos, consistió en formalizar diálogos de paz entre el gobierno y las FARC, con el 
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principal objetivo de erradicar el conflicto interno del país, pero estos también se facilitaron para 
poder desarrollar temas que a ambas partes les concernía y sabían que eran consecuencia del 
conflicto; parafraseando el acuerdo mencionado, los principales puntos que se han desarrollado 
en este dialogo son: 
 
1. Hacia un nuevo campo Colombiano: reforma rural integral: esta política busca la 
disminución de la pobreza en el campo, mejorar las condiciones de las vías, construir 
distritos de riego y drenaje para los cultivos, mejorar la electricidad y el acceso al agua 
potable. 
2. Participación política, apertura democrática para construir la paz: busca fortalecer la 
participación política de todos los ciudadanos, para lo que el Estado garantiza la creación 
de nuevos partidos políticos, promoviendo de igual manera la transparencia en los 
procesos electorales. 
3. Fin del conflicto: acuerdo sobre el cese al fuego y de hostilidades bilateral y definitivo, y 
dejación de las armas entre el gobierno Nacional y las FARC- EP. Es el cese al fuego 
bilateral y dejación de armas, proceso que será verificado por las Naciones Unidas 
(ONU), esto incluye la reincorporación de las FARC- EP a la vida civil, en lo económico, 
lo social y lo político. 
4. Solución al problema de las drogas ilícitas: busca la erradicación voluntaria de los 
cultivos ilícitos y la evolución de los cultivos afectados. 
5. Reparación de víctimas: “sistema integral de verdad, justicia, reparación y no repetición” 
incluyendo la jurisdicción especial para la paz; y compromiso sobre derechos humanos: 
busca reconocer los derechos a las víctimas para alcanzar la convivencia, la 
reconciliación, la no repetición, buscando la forma de resarcir a las víctimas, y poder 
brindarles las garantías que necesitan. 
6. Implementación, verificación y refrendación: se crea una comisión que permita hacer 
seguimientos a todos los componentes del acuerdo de paz y verificar su cumplimiento.  
 
Es sabido que el conflicto armado en Colombia trajo consigo la degradación del país, y como 
consecuencia ha dejado un sin número de personas, pertenecientes a la población civil, que han 




Para el efecto debe decirse que la Ley 1448 de 2011, en su artículo 3º, consagró la definición 
de víctimas en los siguientes términos:  
 
Se consideran víctimas, aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido 
un daño por hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas 
a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto 
armado interno, también de consideran víctimas las personas de su grupo familiar. 
 
Por otra parte, revisado el derecho internacional, se tiene que la concepción de víctima ha sido 
reformulada con base en normas que datan de 1600, hasta la adopción en el marco de los 
instrumentos internacionales de derechos humanos y derecho internacional humanitario, donde 
emerge preliminarmente que es: 
 
(…) persona, que ha sufrido un daño, que le ha sido impedido el disfrute de uno de 
sus derechos, y que este derecho ha sido reconocido por un tratado internacional 
adoptado por el Estado, el daño resulta de la acción u omisión del mismo Estado. 
(Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas, 2004). 
 
Asimismo, en el marco jurídico colombiano se aceptó dicha definición, y posteriormente se 
incluyeron mediante pronunciamientos judiciales, como víctimas, a los parientes de quien sufrió 
el daño o la restricción de su derecho fundamental (Corte Constitucional, Sentencia, C-370, 
2006). También, se encontraron algunas definiciones contempladas en la Ley 600 de 2000, la 
Ley 906 de 2004, y el concepto de víctima de hechos punibles que introdujo la Ley 975 de 2005; 
y no menos importante resaltar la Ley 742 de 2002, mediante la cual se aprobó el Estatuto de 
Roma, normas de las cuales se puede extractar que son víctimas quienes hayan sufrido un 
perjuicio como consecuencia de la vulneración a los derechos humanos o al Derecho 
Internacional Humanitario (DIH), ocurridas bajo el conflicto armado de carácter interno, y con la 
claridad de que no sólo aquellas que se producen por la acción u omisión del Estado, sino por 




Empero, fue la Ley 1448 de del 10 de junio de 2011 la que introdujo una definición más 
amplia del concepto de víctima, tal como se citó anteriormente, y sobre la cual se pronunció la 
Corte Constitucional, indicando que allí no se establecía una definición de víctima, pero si se 
ampliaba su concepción, enlistando a una serie de sujetos que podían ser considerados como tal, 
al presentarse algunos supuestos fácticos descritos en la misma. Sus prolegómenos fueron los 
siguientes:  
 
Lo que hace la ley 1448 de 2011 no es definir ni modificar el concepto de víctima, sino 
identificar, dentro del universo de las víctimas, entendidas éstas, en el contexto de la  ley 
como toda persona que haya sufrido menoscabo en su integridad o en sus bienes como 
resultado de una conducta antijurídica, a aquellas que serán destinatarias de las medidas 
especiales de protección que se adoptan en ella  [cursivas añadidas), acudiendo a una 
especie de definición operativa, a través de la expresión “[s]e consideran víctimas, para 
los efectos de esta ley (…)”, que implica que se reconoce la existencia de víctimas 
distintas de aquellas que se consideran tales para los efectos de esta ley en particular, que 
serán las destinatarias de las medidas especiales contenidas en la ley. (Corte 
Constitucional, Sentencia C-235A, 2012). 
  
Ahora bien, en el contexto internacional existen una serie de obligaciones, denominadas erga 
omnes, de respetar y hacer respetar las normas de protección de derechos humanos y de asegurar 
la efectividad de éstos en toda circunstancia y respecto de toda persona (Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, OC-018, 2003). Se tiene entonces que los Estados han asumido el deber 
de reconocer y garantizar los derechos consagrados en los pactos y convenios internacionales, 
por lo que cualquier infracción a una norma internacional que proteja un derecho humano, abriría 
el camino para la reparación del perjuicio ocasionado. 
 
2. Consideraciones respecto a la garantía de reparación integral para las víctimas de 
conflicto armado en Colombia  
 
Hoy por hoy la vulneración de los derechos fundamentales, establecidos en la Constitución 
Política, es de gran importancia tanto para el Estado como para la sociedad, por lo cual el Estado 
8 
 
ha tomado medidas para lograr mitigar y compensar los perjuicios causados a quienes se 
consideren víctimas de tal vulneración de derechos por culpa del conflicto armado. 
 
La garantía de la reparación integral deviene en gran medida de las obligaciones 
internacionales suscritas por Colombia, tanto en el marco del Sistema Universal de Protección de 
Derechos Humanos como el Sistema Regional, a través de la suscripción de los convenios en los 
cuales se ha pactado la obligación de los Estados Parte de determinar mecanismos adecuados y 
eficientes, mediante los cuales las víctimas puedan recibir la reparación a la que tienen derecho, 
y como una directriz principal:  
 
(…) el Estado debe respetar su obligación de reparar cuando sus funcionarios sean 
responsables por acción o por omisión en los hechos, o cuando el responsable de éstos no 
cumpla con su obligación de reparar. Con este propósito, los Estados deberían crear 
fondos nacionales para resarcir a las víctimas y buscar otras fuentes de financiación 
cuando fuera necesario para complementarlos. (Organización de las Naciones Unidas, 
2004). 
 
Además de ello, las reparaciones siempre deben tener como teleología, el libre ejercicio de los 
derechos humanos y las libertades; ese libre ejercicio se manifiesta y está a cargo de los 
miembros de la Fuerza Pública, tal como se estipula en el artículo 221 de la Constitución Política 
de Colombia. 
 
Así pues, el Estado ha tomado iniciativas para garantizar la reparación de las personas que se 
consideren víctimas del conflicto armado en Colombia, creando una institución a partir del año 
2012, llamada “Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas”, que busca el 
acercamiento del Estado con las víctimas, mediante una relación eficiente que busca tomar 
acciones transformadoras que promuevan la participación efectiva de éstas en su proceso de 
reparación. Dicha Institución se encarga de coordinar las medidas de asistencia y reparación 
otorgadas por el Estado para entregar las ayudas humanitarias a quienes las requieran.  
 
Así las cosas, es fundamental reconocer que la reparación comprende varios elementos como 
la rehabilitación, la indemnización, la restitución (de viviendas, de tierras, de fuentes de ingreso, 
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de empleos, entre otras), y sobre todo la garantía de no repetición. Esta reparación no implica 
solo una indemnización monetaria o la restitución de algunos bienes, sino el acompañamiento 
que ofrece el Estado para que las personas consideradas como víctimas gocen de todas sus 
garantías, así como acciones tendientes a devolverles una vida digna y que tengan la seguridad 
de que hechos como los que les ocurrieron no volverán a repetirse.  
 
Son tantos los problemas que se deben tratar de solucionar para lograr un acuerdo de paz, pero 
este es un esfuerzo que servirá para poder lograr un acuerdo que ponga fin a tantos años de 
violencia en el país; también, se deberá implementar por medio de negociaciones que pueden 
necesitar la mediación de terceros. Un “proceso” no es un solo momento, es algo más complejo, 
es un conjunto de etapas prolongadas en el tiempo, en las que median todos los actores afectados, 
en un esfuerzo colectivo para en un momento definitivo poder alcanzar acuerdos que permitirán 
concluir con la situación anterior, situación que fue sometida por la violencia y los tantos 
enfrentamientos armados; para dar paso así, mediante el diálogo y el consenso, a acuerdos que 
pongan fin a la violencia, y mediante la implementación de estos acuerdos poder iniciar una 
nueva etapa de progreso y desarrollo que permita superar igualmente las violencias que 
propiciaron el surgimiento del conflicto. 
 
El proceso de paz puede ser más complejo de lo que parece; el conflicto armado está 
compuesto por varios factores que no se deben dejar atrás y también deben ser combatidos de 
una manera efectiva, para así poder lograr negociaciones sólidas entre los principales actores del 
conflicto (el Estado, las FARC, el ELN, las bandas criminales); y también, por otro lado, el 
narcotráfico, el paramilitarismo, la falta de seguridad social, el desempleo, la educación. Solo el 
tiempo dirá si Colombia podrá lograr la paz y reconciliación propuesta por el Estado y la tan 
anhelada por toda su población.  
 
Con el paso del tiempo se ha tenido que reconocer que hay víctimas del conflicto armado, lo 
cual crea la necesidad de establecer mecanismos de protección, indemnización, seguridad social 
y económica, ya que, al perder las tierras, realizar desplazamientos forzados y perder parte de su 
integridad física y psicológica, las personas reconocidas como víctimas tienen decadencias para 




3. Marco legal y naturaleza de la pensión de invalidez para víctimas de conflicto 
armado en Colombia  
 
La prestación económica objeto de estudio, tuvo su génesis en la Ley 104 de 1993, la cual 
surgió a raíz del recrudecimiento de la violencia en 1992, por lo que el Gobierno Nacional inició 
labores, en aras de instaurar mecanismos legales que permitieran destinar ayudas económicas 
para los civiles que padecían el recrudecimiento de la violencia, instituyendo la prestación para 
personas que, en razón del conflicto armado, presentaran una pérdida de capacidad laboral y no 
tuvieran otro ingreso para enfrentar las consecuencias económicas derivadas del desempleo. En 
ese evento, la pensión fue asumida por el Fondo de Solidaridad y Emergencia Social de la 
Presidencia de la República y se financiaba con los recursos de los programas de atención a 
víctimas. 
 
Vendría la Ley 241 de 1995, mediante la cual se buscó postergar las políticas de convivencia 
ciudadana, y se introdujo un cambio en cuanto a la pensión mencionada, pues no solo buscaba 
garantizar la protección especial de las personas que sufrieran daños por atentados terroristas, 
sino asumir la protección de las personas directamente afectadas por razón de acciones armadas; 
en este caso se disminuyó el porcentaje de pérdida de capacidad laboral, pasando del 65% al 
50%, siendo requisito también carecer de otras posibilidades pensionales y de atención en salud. 
Ya en 1997, se expediría la Ley 418, que derogó de manera expresa la Ley 104 de 1993, y buscó 
ampliar el campo de protección a las víctimas de conflicto armado, consagrando la prestación 
económica en los siguientes términos:  
 
Las víctimas que sufrieren una pérdida del 50% o más de su capacidad laboral calificada 
con base en el Manual Único para la calificación de invalidez, expedido por el Gobierno 
Nacional, tendrán derecho a una pensión mínima legal vigente, de acuerdo con lo 
contemplado en el Régimen General de Pensiones de la Ley 100 de 1993, siempre y 
cuando carezcan de otras posibilidades pensionales y de atención en salud, la que será 
cubierta por el Fondo de Solidaridad Pensional a que se refiere el artículo 25 de la Ley 
100 de 1993 y reconocida por el Instituto de Seguros Sociales, o la entidad de naturaleza 




 La disposición normativa transliterada definió puntualmente los requisitos para tener derecho 
a la pensión de invalidez para víctimas de la violencia, así:  
 
1. Ser víctima de conflicto armado interno 
2. Tener una pérdida de capacidad laboral igual o superior al 50%; y 
3. Carecer de otra posibilidad de acceder a una pensión.  
 
Es importante mencionar, que hubo un tiempo en que se consideró la pérdida de vigencia de 
la pensión especial, dado que la Ley mencionada había dispuesto una vigencia de dos años a 
partir de la promulgación; no obstante, al permanecer las situaciones de violencia que originaron 
la expedición, se mantuvieron en el tiempo; se dispuso su prórroga por tres años adicionales a 
través de la Ley 548 de 1997, mismo propósito que tuvo la Ley 782 de 2002, en la que se 
prorrogó por cuatro años más la vigencia de algunos artículos de la Ley 418 de 1997.  
 
Vendría después el Acto Legislativo No. 001 de 2005 y la Ley 1106 de 2006, presentándose 
un problema de vigencia que se analizó por la Corte Constitucional, bajo los siguientes 
prolegómenos: 
 
Al respecto, es importante recordar que, como se expuso en el apartado anterior, la 
pensión por invalidez para víctimas de la violencia no hace parte del Sistema 
General de Pensiones. Al ser una prestación de carácter excepcional, únicamente 
hace remisión al sistema de la Ley 100 de 1993, en razón a que el monto mensual 
de la pensión mínima de vejez no podía ser inferior al valor del salario mínimo 
legal mensual vigente. 
Así las cosas, esta prestación de carácter excepcional no debe confundirse con 
las contempladas en el Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, 
estipuladas en la Ley 100 de 1993. Por tanto, la entidad encargada de su 
reconocimiento, no puede exigir requisito alguno que no se encuentre expresamente 
consagrado en la norma especial que la creó. En ese orden de ideas, mal haría 
cualquier entidad del Estado en afirmar que es una pensión ordinaria de invalidez, o 
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que debe aplicarse los requisitos de cotización y tiempos de servicio establecidos 
para las pensiones del régimen contributivo.  
(…) Por tanto, la Sala concluye que la pensión para víctimas de la violencia ha 
tenido un carácter progresivo, asunto de la mayor trascendencia, puesto que cuando 
la Ley 1106 de 2006 no prorrogó la prestación objeto de estudio, pudo incurrir en 
una medida de carácter regresiva, al desconocer los niveles de protección 
alcanzados con anterioridad. Al respecto, la Corte ha expuesto que “cuando una 
norma retrocede, por cualquier vía, el nivel de satisfacción de un derecho social,  
inmediatamente debe presumirse inconstitucional.” Esto explica la obligación de 
todas las instituciones al interior del Estado colombiano, de garantizar los derechos 
sociales de manera progresiva. (Corte Constitucional, Sentencia T-469, 2013). 
 
Ahora bien, la pensión especial de invalidez para las víctimas del conflicto armado en 
Colombia nació de la necesidad de darle una seguridad jurídica, social y económica a quienes 
tienen el derecho de ser reconocidos víctimas y han sufrido los daños que ha generado el 
conflicto armado interno en el país desde sus inicios, y en cumplimiento a la obligación de 
reparación integral mencionada en párrafos anteriores.  
 
El conflicto interno en Colombia lo ha vivido en gran parte la población civil que, de manera 
involuntaria, se ha visto involucrada y afectada en su integridad. El Estado reconoce que las 
víctimas están desprotegidas al ser sometidas a homicidios, desplazamientos forzados, y ser 
violentadas sus derechos. Es importante reconocer que son, en su mayoría, personas trabajadoras 
del campo, que no tienen un conocimiento sobre aportes a la seguridad social o ni siquiera tienen 
la capacidad de realizarlos; para estas personas perder la capacidad de laborar es un punto 
determinante en sus vidas, ya que su único sustento era su propia mano de obra; es por esto que 
se hacen más que merecedores del reconocimiento y pago de una pensión, siempre y cuando 
acrediten la calidad de víctimas contemplada en las disposiciones legales. 
 
Si bien la pensión de invalidez en personas víctimas del conflicto se encuentra creada por el 
imperio de la Ley, dado el problema de origen por el conflicto armado, ha sido desarrollada, 
regulada y protegida en sede de Tutela en fallos que han llegado a ser objeto de revisión por 
parte de la Corte Constitucional, marcando las pautas que determinan la entidad competente para 
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el reconocimiento y pago del derecho adquirido. Discurrido lo anterior, se entrará a analizar la 
reglamentación de la prestación humanitaria periódica y los casos conocidos por la mencionada 
Corporación. 
 
3.1.Reglamentación de la prestación humanitaria periódica para las víctimas del 
conflicto armado – Decreto 600 de 2017 
 
Este Decreto es una adición al título 9 de la parte 2 del libro 2 del Decreto 1072 de 2015, que 
regía en su totalidad la citada prestación, donde se establecen los parámetros y se determinan las 
entidades encargadas del reconocimiento y financiación de la misma, como consecuencia del 
plazo estipulado en la sentencia SU-530 del año 2016, en la cual se ordena al Ministerio del 
Trabajo, como entidad a la cual se encuentra adscrita el Fondo de Solidaridad Pensional, que en 
el término no mayor a un mes, contado a partir de la notificación de esta decisión, construya una 
fiducia que deberá conformarse con recursos del presupuesto General de la Nación, cuyo 
desembolso se hará por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con el fin de 
garantizar que exista un capital que asegure las prestaciones económicas que se encuentren 
causadas y las que se sigan otorgando, a favor de las víctimas que han sido reconocidas por 
Colpensiones.  
 
Uno de las modificaciones más trascendentes de este Decreto es el cambio de denominación 
que se le otorgó a la pensión especial de invalidez para víctimas del conflicto armado, quedando 
como una prestación humanitaria periódica, conservando los mismos requisitos establecidos en 
el artículo 46 de la Ley 418 de 1997.  
 
Para la persona acceder a la prestación debe acudir a la Junta Regional de calificación de 
invalidez, para ser evaluado con base en el Manual Único para la Calificación de la Pérdida de la 
Capacidad Laboral y Ocupacional, que sea igual o superior al 50%, y deberá dirigirse al 
Ministerio del Trabajo para que inicie el trámite de acreditación y reconocimiento para ser 




3.2.Apreciación de la jurisprudencia respecto a la pensión de invalidez a las víctimas del 
conflicto 
 
En primer lugar, es menester precisar que la Corte Constitucional ha determinado que la 
pensión de invalidez para las personas víctimas del conflicto, regulada en el artículo 46 de la Ley 
418 de 1997, no se debe incluir dentro de las prestaciones económicas reconocidas en el Sistema 
General de Seguridad Social, establecido en la Ley 100 de 1993. 
 
Así pues, estudiada la jurisprudencia se encontraron los siguientes casos relevantes, referentes 
al reconocimiento de la mencionada prestación y las pautas para su aplicación, encontrando la 
sentencia T-463 de 2012, en la que se expone el caso del señor Jorge María Ballesteros Melo que 
fue víctima de un atentado con artefacto explosivo en el momento en el que se dirigía a cumplir 
sus labores como albañil, actividad de la que derivaba el sustento suyo y de su familia; situación 
que lo dejó con secuelas que le dieron una pérdida de la capacidad laboral de más del 50%, que 
no le permitía seguir obteniendo los ingresos mínimos para sobrevivir, razón por la que solicitó 
el reconocimiento a la pensión de invalidez, teniendo en cuenta que reúne los requisitos 
establecidos en la legislación para reconocer la prestación deprecada, la que fue negada por el 
entonces Instituto de Seguro Social, arguyendo que no reúne los requisitos establecidos en la Ley 
100 de 1993 para el reconocimiento del derecho invocado, pues requiere del mínimo de semanas 
cotizadas al sistema de seguridad social para acceder al mismo, situación que difiere 
ampliamente de los requisitos exigidos para el reconocimiento de la pensión para víctimas de la 
violencia, y desconociendo los derechos reconocidos a las personas que se encuentran en 
condición de discapacidad como consecuencia de actos de guerra que lo han generado.  
 
En primera instancia fueron reconocidos los derechos invocados por el accionante, teniendo 
en cuenta que reunía los requisitos establecidos para el reconocimiento de la prestación 
pretendida; no obstante, la decisión fue impugnada por el Instituto de Seguros Sociales al diferir 
que el actor no se encuentra dentro del régimen de prima media con prestación definida, aunado 
a que reúne las condiciones exigidas en la ya citada Ley 100 de 1993, por lo que el ad quem 
revocó el fallo de primera instancia, argumentando que la norma que otorga el derecho 
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reclamado por el accionante no se encontraba desarrollada ni mucho menos vigente, al ser 
prorrogada y modificada desde su promulgación.  
 
Por su parte, consideró el alto Tribunal Constitucional que la pensión para víctimas de la 
violencia no puede equipararse a las pensiones contempladas en el Sistema General de Seguridad 
Social en Pensiones, pues su objeto consagrado en la Ley 418 de 1997, fue atenuar los impactos 
producidos en el marco del conflicto armado interno, hecho distinto a las contingencias que 
cubre las prestaciones de la Ley 100 de 1993, las cuales benefician a los trabajadores activos, que 
efectuaron aportes al sistema y que se generan a partir de una relación de carácter laboral. 
 
Concluyó la Corte, que con la expedición de la Ley 797 de 2003 no se derogó la pensión para 
víctimas de la violencia, estipulada en el artículo 46 de la Ley 418 de 1997, máxime cuando el 
objeto de las prestaciones estudiadas es diferente, la causa que origina su reconocimiento no es 
equiparable y las leyes que las establecen tuvieron un propósito y materias diferentes, por lo que 
su decisión en la mencionada sentencia, fue revocar el fallo de la sentencia proferida por el 
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Valledupar –Sala Civil- Familia- Laboral por negar la 
protección de los derechos fundamentales del señor Jorge María Ballesteros Melo, y en su lugar, 
conceder la tutela de los derechos al mínimo vital, a la vida digna y a la Seguridad Social, 
ordenando al Instituto del Seguro Social reconocer y pagar la pensión mínima especial de 
invalidez (Corte Constitucional, Sentencia T-463, 2012). 
 
De otro lado, en Sentencia T-469 de 2013 la Colegiatura acogió las figuras jurídicas de 
principio de progresividad y la prohibición de regresividad de los derechos sociales para adoptar 
la decisión, explicando que la regresividad se configura cuando limita el ámbito de la protección 
del derecho invocado; así mismo, aumenta los requisitos definidos para conceder el mismo o si 
disminuye o desvía los recursos públicos destinados a la satisfacción del derecho. Así pues, se 
tiene que una medida puede ser regresiva siempre que la disminución en la inversión de recursos 
se produzca antes de verificado el cumplimiento satisfactorio de la respectiva prestación, por lo 
que respecto a este tema ha decantado la alta Corporación la prohibición de regresividad en 




En cuanto al principio de progresividad, señaló que es uno de los aspectos relacionados con la 
eficacia de los derechos constitucionales analizados jurisprudencialmente, en especial a la luz del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, así mismo ha definido que el Estado 
colombiano se encuentra obligado a aumentar progresivamente la satisfacción de los derechos 
sociales y tiene prohibido, al menos en principio, retroceder en los avances obtenidos. Por tanto, 
concluye que, como regla general, el legislador goza de un amplio margen de configuración de 
los derechos sociales, puesto que está facultado para modificar la legislación que define su 
contenido y condiciones de acceso (Corte Constitucional, Sentencia T-469, 2013). Entonces, por 
lo que conforme la jurisprudencia constitucional, el Estado está en la obligación de ampliar 
progresivamente la satisfacción y efectividad de los derechos sociales y económicos, sin que 
pueda retroceder en los avances obtenidos de la pensión de invalidez en personas víctimas del 
conflicto, por lo que la prestación consagrada en el artículo 49 de la Ley 418 de 1997, tiene 
plenos efectos y debe considerarse que los destinatarios de dicho beneficio son sujetos de 
especial protección constitucional, no sólo por la condición física que presentan, sino por ser 
víctimas del conflicto armado interno.  
 
Lo estudiado en precedencia por la Corte Constitucional es de suma relevancia, sumado a la 
sentencia de unificación SU-587 de 2016, a través de la cual, se unificaron los criterios sobre 
reconocimiento de pensión especial de invalidez para víctimas y se estableció su naturaleza, 
considerándose que es una prestación que busca la protección de aquellas personas que, a raíz de 
una acción violenta producida por el conflicto armado interno, presentan un incapacidad 
permanente causando una situación de invalidez, la que se considera al haber perdido el 50% o 
más de la capacidad laboral, con lo cual se reconoce que en un escenario de violencia 
permanente, el conflicto puede afectar a ciertas personas y la posibilidad de gozar libremente de 
sus derechos fundamentales.. 
 
Ahora bien, el gran dilema que enfrenta la pensión especial analizada, es la entidad que está a 
cargo de su reconocimiento, lo que quedó dilucidado en la sentencia mencionada, indicándose 
que es el Fondo de Solidaridad Pensional; sin embargo, en aras de preservar los recursos de tal 
prestación, necesario es que los dineros sean manejados a través de una fiducia “independiente y 
distinta de aquella que tiene a su cargo las rentas de las subcuentas de solidaridad y 
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subsistencia, cuya capitalización correrá por cuenta del Presupuesto General de la Nación” 
(Corte Constitucional, Sentencia SU-587, 2016), ello con recursos desembolsados por el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, lo que permite asegurar la liquidez necesaria para 
cumplir con la obligación y el preservar su estabilidad y asignación presupuestal futura.  
 
La problemática se ha presentado al hacer la reclamación de la pensión especial de invalidez 
ante Colpensiones, entidad que en la práctica procede al reconocimiento de la prestación, pero la 
deja en suspenso para el pago, situación que ha sido dirimida por la Corte Suprema de Justicia y 
para lo cual se cita un pronunciamiento reciente en el que se indicó que es la Administradora 
Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES, la encargada de reconocer y pagar la pensión 
especial y repetir posteriormente contra el Fondo de Solidaridad Pensional. Se explicó así:  
 
En ese sentido, se concluye que fue acertada la orden impartida en el fallo de tutela 
impugnado, pues la misma, entre otros aspectos, se ciñe a los criterios desarrollados por 
la Corte Constitucional en la decisión con efectos inter comunis proferida en la Sentencia 
SU-587 del 27 de octubre de 2016, providencia que por su naturaleza "adquiere un 
carácter ordenador y unificador que busca realizar los principios de primacía de la 
Constitución, igualdad, confianza, certeza del derecho y debido proceso" dado que: "En la 
práctica jurídica actual, las instancias de unificación de jurisprudencia son ineludibles, 
debido a que el derecho es dado a los operadores jurídicos a través de normas y reglas 
jurídicas que no tiene contenidos semánticos únicos. Por tanto, el derecho es altamente 
susceptible de traer consigo ambigüedades o vacíos que pueden generar diversas 
interpretaciones o significados que incluso, en ocasiones deriva de la propia ambigüedad 
del lenguaje. Eso genera la necesidad de que, en primer lugar, sea el juez el que fije el 
alcance de éste en cada caso concreto y, en segundo lugar, de que haya órganos que 
permitan disciplinar esa práctica jurídica en pro de la igualdad. (Corte Supresa de Justicia, 
Sala de Casación Penal, Sentencia del 6 de abril de 2017). 
 
Queda claro entonces que la entidad encargada de la verificación de requisitos para el 
reconcomiendo de la pensión especial de invalidez es COLPENSIONES, quien a su vez tiene a 
cargo el pago de la prestación, pudiendo repetir contra el Fondo de Solidaridad Pensional, ente 
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que en últimas es el responsable de la mencionada pensión y de su financiamiento a través de los 




La prestación económica analizada a lo largo de este escrito, presenta un avance importante 
en materia de cumplimiento de las obligaciones internacionales adquiridas por Colombia para 
garantizar la reparación integral de las víctimas del conflicto armado, debiendo adoptar todos los 
mecanismos para el efecto, siendo la mencionada prestación un avance en la materia.  
 
Así las cosas, en cuanto a su naturaleza, queda claro que es un derecho social, investido del 
principio de progresividad, empero de cumplimiento inmediato dado que es un derecho creado 
en favor de sujetos de especial protección constitucional, no sólo por la discapacidad que 
presentan, sino por el flagelo al que se les ha sometido. Además, es un beneficio que no está 
inmerso dentro de las prestaciones que cubre el Sistema General de Seguridad Social Integral – 
Ley 100 de 1993-, de ahí que su financiamiento y responsabilidad sea del Fondo de Solidaridad 
Pensional. 
 
Ahora bien, los requisitos para el reconocimiento de la pensión especial de invalidez es 
acreditar la condición de víctima en los términos del artículo 3º de la Ley 1448 de 2011; tener 
una pérdida de capacidad laboral igual o superior al 50%, con base en el Manual Único de 
Calificación de Invalidez, y por hechos que impliquen la afectación de preceptos sobre derechos 
humanos o el Derecho Internacional Humanitario; no tener la posibilidad de acceder a otro tipo 
de prestación concedida por el Sistema General de Pensiones; y carecer de atención en salud, 
advirtiéndose que al momento del reconocimiento la persona no puede pertenecer al régimen 
contributivo en salud. 
 
Finalmente, como se advirtió en los acápites precedentes, la problemática en la aplicación de 
la norma se tenía en el reconocimiento y pago de la pensión, dado que Colpensiones se encarga 
del estudio de los requisitos, efectúa el reconocimiento y, respecto del pago, dejaba en suspenso 
el mismo hasta tanto hubieran los recursos para sufragar la prestación, situación que fue definida 
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por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-587 de 2016, al determinar que el pago lo haría 
también dicho Fondo, pudiendo repetir contra el Fondo de Solidaridad Pensional.  
 
Sin embargo, la permanencia y estabilidad de esta prestación aún queda sujeta a tareas que 
deben adelantar el Ministerio de Hacienda y el Ministerio de Trabajo, en aras de constituir una 
fiducia que administre los recursos para el efecto, sin que a la fecha hayan adoptados acciones 
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